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			A mis hijos, Julián y Tomás, con la esperanza de que alguna vez la tengan.

			A la memoria de mi madre y a la de Carlos Santiago Nino, de cuya obra ineludible copié, entre otras cosas, la dedicatoria anterior.

			 


	
			
			
			
			
			Quién sabe Alicia este país

			no estuvo hecho porque sí.

			 

			SERÚ GIRÁN, “Canción de Alicia en el país”, 1980


 


 

 

 

			AVISO LEGAL

			Este libro, basado en una tesis doctoral, contiene información de denuncias públicas y causas penales vinculadas a hechos de presunta corrupción. La mayoría no tuvo condena y, por lo tanto, no son delitos probados. Las referencias que se hacen con respecto a estos casos no implican que se haya cometido delito alguno y, en cambio, se proponen extraer conclusiones generales para la investigación académica y la mejora de las políticas públicas.


PREFACIO


			
			
			
			
			
			
			
			No descarto en absoluto que si Dios existiera sería argentino. Eso ayudaría a explicar que, a pesar de la liviandad con la que a fines de los años noventa rifamos la oportunidad de atacar en serio el problema de la corrupción que dejaron los escándalos del menemismo, hoy se nos presente otra. Hagamos memoria: Fernando de la Rúa dijo que venía a meter presos a los corruptos —como si esa fuera la tarea de un presidente, por cierto— y nos vendió por televisión que el programa “Cristal” iba a transparentar las contrataciones públicas. Otro déjà vu: muchos de los mismos jueces y fiscales que, por acción u omisión, fueron cómplices de la corrupción de los años noventa comenzaron a activar causas contra varios funcionarios menemistas apenas se produjo el cambio de gobierno en diciembre de 1999. ¿Les suena? Ya estuvimos aquí, hace apenas veinte años. En ese momento, y como en una película de terror, hicimos todo mal. La pregunta relevante es, desde luego, qué haremos esta vez ante la fuerte demanda ciudadana de transparencia y lucha contra la corrupción que se observa desde fines del gobierno kirchnerista.

			Empecé a escribir sin querer este libro hace diez años atrás, cuando cursaba una materia sobre corrupción y democracia que dictaba Susan Rose-Ackerman en la maestría en derecho de la Universidad de Yale, donde en 2018 obtuve el título de doctora en Ciencias Jurídicas por la tesis en la que se basa este trabajo. Todavía recuerdo el impacto que me produjo que hubiera un curso sobre corrupción. La Argentina tiene un problema evidentemente serio en la materia y, sin embargo, hasta el día de hoy las facultades de derecho del país no incluyen cursos regulares sobre el tema. Que la profesora fuera economista y no abogada me resultó incomprensible. Para mí, la corrupción era un problema de leyes. Y, específicamente, del derecho penal. Eso había aprendido en la Argentina. Eso es lo que hacía mi país, desde siempre, con el problema de la corrupción.

			Por supuesto, como entendí rápidamente en el ejercicio de la profesión, lo hacíamos muy mal. A poco de recibirme, trabajé dos años como abogada en causas vinculadas a delitos económicos complejos. Nunca quise ser penalista y, por cierto, sigo sin pensarme de ese modo aunque practico el derecho penal. Como estudiante, me había formado en la tradición de la filosofía del derecho y el constitucionalismo de Carlos Santiago Nino, el asesor estrella de Raúl Ricardo Alfonsín en la transición democrática. También había trabajado en programas y casos de lo que por entonces llamábamos “derecho de interés público”, que litigábamos desde las clínicas jurídicas de las universidades o desde las ONG, relacionados con derechos económicos y sociales, derechos sexuales y reproductivos, temas de usuarios y consumidores y otros similares.

			No es que hiciera falta litigar en Comodoro Py para advertir que la investigación de delitos económicos graves —incluyendo la corrupción— era ineficiente y poco seria. Bastaba con leer los diarios. Todavía recuerdo la frustración que sentí al advertir que los argumentos, las razones y las normas tenían poco que ver con ganar o perder casos. Todo dependía, en esencia, de qué juez nos tocaba y, sobre todo, qué sala de la Cámara Federal. A los fiscales les pasaba lo mismo, claro. La complejidad de las causas y la posibilidad de aprender de los mejores hicieron de esta mi mejor experiencia profesional. Pero enfrentarme a la irrelevancia del derecho y, en especial, sentir que estaba del lado equivocado del mostrador me llevaron finalmente a abandonarlo.

			Fue entonces que, luego de un año de volver a la academia, en particular a investigar sobre cómo podían aplicarse las políticas globales de recupero de activos de la corrupción en la Argentina —allá lejos, en 2008, cuando todavía no estaba de moda hablar de “extinción de dominio”—, terminé en aquel curso de Susan Rose-Ackerman. Ya en esa época, dos ONG argentinas litigaban para acceder a los expedientes de corrupción y demostrar lo que hoy sabemos todos: que las causas demoran en promedio quince años, que tardan una década en estar en condiciones de ser elevadas a juicio, al que solo el 8% llega y apenas el 2% tiene condena. Un fracaso estrepitoso.

			El curso de Rose-Ackerman cambió para siempre mi visión del problema. Su enfoque institucionalista, resumido en la idea de que la corrupción no es la enfermedad sino el síntoma de debilidades institucionales subyacentes, representa todo lo contrario de las perspectivas culturales que imperan en la Argentina, sintetizadas en la impresión de que los argentinos somos por naturaleza corruptos o, en el mejor de los casos, tolerantes con la corrupción. Bajo la mirada institucional, el fracaso de la persecución penal empezaba a tener más sentido. Ya no se trataba de una consecuencia de la falta de recursos humanos o presupuestarios suficientes, sino que el Poder Judicial formaba parte de un sistema esencialmente corrupto. Esto, por supuesto, era mucho más coherente con lo que yo había experimentado en el ejercicio de la profesión. La corrupción se me aparecía como un problema estructural, un plato del que comían todos los sectores: la política, los empresarios, los medios de comunicación, los jueces, los fiscales y, claro, los abogados.

			La visión de Rose-Ackerman también tenía un aspecto positivo, pues me permitió advertir que la corrupción puede ser atacada significativamente si cambiamos de paradigma y nos concentramos en las debilidades institucionales que subyacen a ella. Este enfoque me hizo pensar en uno de los principales esquemas institucionales de nuestro país, que había estudiado como problemático en relación con las preocupaciones por la inestabilidad política de los constitucionalistas durante la transición democrática de los años ochenta: el hiperpresidencialismo. Fue entonces que me puse a analizar en detalle cada uno de los grandes casos de presunta corrupción desde 1989 hasta 2009, y encontré que, en efecto, tenían patrones institucionales en común derivados de la enorme concentración de poder del presidencialismo criollo, tales como la discrecionalidad para efectuar nombramientos, reorganizar organismos y administrar las finanzas públicas.

			Más allá de las conclusiones académicas, algunos casos me movilizaron para siempre. El que elijo como paradigmático es el de Ibrahim al Ibrahim, esposo de Amira Yoma, cuñada de Carlos Saúl Menem y su secretaria de Audiencias. Aunque era ciudadano sirio y apenas podía hablar español, fue nombrado director de Aduanas. Para designarlo hubo que dictar dos decretos presidenciales bastante especiales. El primero, firmado por Menem, modificó el régimen del empleo público. El segundo, firmado por el vicepresidente Eduardo Duhalde, nombró a Al Ibrahim. Debajo de la firma de Duhalde había tres letras (FCA), que según algunos medios significaban “Feliz cumpleaños Amira” porque Al Ibrahim fue designado el día del cumpleaños de su esposa. Pocos meses después estallaría el “Yomagate”, también conocido como “las valijas de Amira”, vinculado al ingreso por Ezeiza de dólares provenientes del narcotráfico.

			Aquella investigación sobre la relación entre corrupción y presidencialismo en la Argentina fue la raíz de lo que luego sería mi tesis doctoral, en la que decidí remontarme a los orígenes de la fundación del país, cuando nuestras instituciones públicas y privadas comenzaron a diagramarse. A ello se sumaron estudios posteriores que realicé desde 2009 sobre el sistema nacional de compras y contrataciones, que ya por entonces se advertía, a simple vista, como el gran agujero negro de la corrupción. Los “cuadernos de Centeno” vinieron a corroborarlo, pero solo mostraron una etapa —la más reciente— dentro de una máquina que comenzó a gestarse en tiempos de la colonia y que se hizo cada vez más sofisticada.

			¿Por qué hablo de la máquina de la corrupción? En una de sus acepciones, la Real Academia Española define “máquina” como “conjunto de aparatos combinados para recibir cierta forma de energía y transformarla en otra más adecuada, o para producir un efecto determinado”. La corrupción es obviamente un problema vinculado a las personas, como muestra irónicamente Edgar Allan Poe en su famoso cuento “El timo (considerado como una de las ciencias exactas)”, en el que dice que el hombre es el único animal que estafa. No obstante, la máquina también puede actuar como un dispositivo mecánico complejo movido por el trabajo sinérgico de varias partes que lo hacen funcionar de una manera particular. Esto es justamente lo que sucede en la Argentina, donde los intereses públicos y privados —funcionarios públicos, empresas, sindicatos, jueces, medios, etcétera— se unen en redes estructurales para obtener rentas ilegales, o sea, para meter la mano en la lata.

			Además, las máquinas generalmente presentan modos de funcionamiento por medio de los cuales los usuarios pueden cambiar de programa para realizar distintas tareas, establecer ritmos y velocidades o tener mayor o menor control sobre el aparato. Las partes de la máquina cumplen roles particulares en cada modo, ejercen más o menos fuerza (influencia) y operan a distintos ritmos. La metáfora es bastante precisa: la máquina de la corrupción argentina viene conformándose de manera constante hace más de doscientos años, pero los elementos que la componen ejercieron influencias distintas en diferentes momentos de la historia y, como veremos, el poder relativo pasó cada vez más del sector privado al público.

			Pero la máquina de la corrupción difiere de los aparatos reales de tres modos importantes. Primero, no hay botón de apagado ni control remoto. Segundo, sus partes son seres humanos que persiguen su propio interés. Tercero, casi nada queda fuera de la máquina: la mayoría de los intereses públicos y privados cumple un rol significativo. Es por ello que la corrupción en la Argentina resulta tan difícil de combatir: casi nadie tiene incentivos para modificar el statu quo del que todos se benefician. Por supuesto, los funcionarios públicos prefieren un modo de funcionamiento que les garantice más poder relativo que a los actores privados (cleptocracia), y los empresarios prefieren el otro extremo (captura de Estado). Sin embargo, tanto los políticos como los empresarios aceptarían un modo menos beneficioso —los primeros, la captura, y los otros, la cleptocracia— si la alternativa fuera que la máquina dejara de existir o que la torta se redujera. O sea: todos prefieren que la máquina siga funcionando. Por eso, la voluntad política para llevar adelante las reformas anticorrupción es tan importante como la reforma en sí.

			Para ilustrar este aspecto crucial de la máquina de la corrupción utilizo dos imágenes: la paradoja de Sergio Berensztein y la trampa china de Fu Hualing. La primera idea explica cómo las situaciones de escándalo o crisis suelen tener un impacto mixto en las reformas. Por un lado, aumentan las demandas ciudadanas, lo que a su vez fuerza a los políticos a hacer “algo”, a proponer nuevas políticas o reformas. Pero esa misma necesidad de satisfacer rápidamente la presión social hace que los políticos reaccionen sin tener en cuenta cuestiones técnicas o de sustentabilidad. Eso significa, dice Berensztein, que cuando la coyuntura hace que las élites políticas se comprometan con reformas profundas, la planificación sea insuficiente y, por lo tanto, las medidas tiendan a fracasar o a no tener un impacto real.

			La segunda imagen es la de Fu Hualing, que en su investigación sobre la campaña anticorrupción del presidente Xi Jinping en China intenta demostrar que la corrupción estructural en contextos autoritarios impide cualquier tipo de apoyo a cambios que debiliten el régimen vigente, incluso cuando se producen grandes escándalos que impulsan a los políticos a proponer reformas para recuperar la confianza de la ciudadanía. Más bien al contrario, dice el autor. La mano dura de Xi Jinping contra la corrupción sirve para fortalecer el régimen y se utiliza para eliminar rivales políticos, controlar la burocracia y restaurar la confianza pública en la capacidad de gobierno del Partido Comunista. Si bien Hualing escribe en el contexto de un régimen autoritario, el concepto de un gobierno forzado a reformar y a la vez preocupado por no poner en riesgo su propia supervivencia es igual de útil para analizar una máquina de la corrupción democrática pero igualmente enquistada como la nuestra. La trampa china es de extrema relevancia para comprender el escenario argentino actual. Tanto el furor contra la corrupción de fines de los años noventa como el actual evitan en forma deliberada las reformas que pondrían en riesgo el régimen, aunque eso sea precisamente lo que se necesita para “apagar” la máquina.

			De todo eso se trata, pues, este libro, que plantea que la Argentina viene construyendo desde sus orígenes una máquina de la corrupción, conformada por engranajes públicos y privados. Los enfoques tradicionales consideran que este es un proceso cultural y que, por lo tanto, es de difícil o imposible solución, que solo podemos aspirar a perseguirlo por detrás con el garrote del derecho penal. Ya veremos que no es así.

			El libro revela que los incentivos y las capacidades para producir reformas anticorrupción exitosas en la Argentina —lo que la literatura llama “economía política de la reforma”— son absolutamente limitados, por lo que se trata de un elemento tan importante como la reforma en sí. Como consecuencia de ello, los gobiernos que buscan satisfacer una indignación social creciente tienden a concentrarse en acciones de persecución penal de la corrupción del pasado y en lo que la Kalle Moene y Tina Søreide llaman “fachadas de buen gobierno”, es decir, variaciones cosméticas de reformas institucionales populares, para legitimar sus propias irregularidades. El escenario actual muestra una nueva oportunidad para impulsar cambios estructurales, pero también el riesgo cierto e indisimulable de caer en una nueva trampa china que aumente la frustración social que hace décadas subyace a la aparente tolerancia que tenemos los argentinos con la corrupción.

			Escribí este libro con la esperanza infundada de que quienes tienen el poder de decisión sepan ver que nada cambiará si repiten los errores del pasado, si concentran los esfuerzos del Estado en correr detrás de la corrupción con el garrote torpe del derecho penal mientras le venden eslóganes “modernos” a la sociedad. Seguiremos igual e incluso más frustrados. El nuevo enfoque que propongo es especialmente importante para la Argentina actual. La lucha contra la corrupción no es necesaria ni exclusivamente parte de la agenda de la derecha. Es hora de que lo entendamos de una buena vez quienes nos decimos preocupados por los pobres, las mujeres, los niños o los pueblos originarios. La unión entre el histórico movimiento de derechos humanos de nuestro país y la lucha contra la corrupción debería ayudarnos a caminar por encima de “la grieta”. Y, si no, más vale que Dios exista.
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 Mejor prevenir que currar


			
			
			
			
			
			
			
			
			Corrupción, conflictos de interés y otras yerbas

			
			Este libro no puede empezar de otra manera que no sea revelando las formas de corrupción que me interesan especialmente, las preocupaciones prácticas, teóricas y valorativas que justifican esta elección y las tipologías que voy a usar para estudiarlas. ¿Cuál es mi objetivo? Comprender cómo convergen el sector público y el privado para producir la gran corrupción que involucra funciones públicas a nivel federal.

			Hay tres razones por las que me ocupo de esta clase de corrupción y no —por ahora— de la burocrática o administrativa, de la provincial o municipal, de los fraudes meramente privados, del lavado de dinero no vinculado a aquella o, pongamos, de las deudas sociales de la democracia. Primero, desde una perspectiva práctica, porque la gran corrupción federal suele tener mayor impacto público: puede, por ejemplo, explicar el pobrísimo desempeño de la Argentina en los índices de percepción de la corrupción que menciono más adelante. Esto no significa que no sea necesario estudiar también otros tipos de corrupción que no reciben tanta atención, claro.

			La segunda razón es que estas prácticas corruptas están directamente relacionadas con déficits institucionales fuertemente arraigados en el sector público y en el privado. ¿Qué significa esto? Por un lado, que la corrupción se vincula a procesos de desarrollo más profundos del país, por lo que puede ser útil para pensar la historia del desarrollo inverso de la Argentina —la idea coloquial de que en algún momento de nuestra historia “fuimos Australia”—. Pero la relación directa entre gran corrupción federal y déficits institucionales también implica que estas prácticas probablemente sean las más perjudiciales para la legitimidad democrática. En efecto, creo que las debilidades institucionales, que se entremezclaron históricamente con la corrupción y con el subdesarrollo argentino, pueden entenderse mejor como ejemplos de nuestra flojísima legitimidad democrática. La gran corrupción federal se alimenta de los déficits democráticos del país —y viceversa—, lo que afecta por igual al sector público y al privado. En este marco de debilidades estructurales florecen las oportunidades de corrupción y se reducen los incentivos y las capacidades de distintos actores para controlarla.

			En tercer lugar, desde el punto de vista valorativo, la gran corrupción que involucra funciones públicas requiere un tratamiento preferencial porque es la más dañina para la democracia. Para empezar, viola la relación de representación inherente a cualquier concepción de la democracia —deliberativa, populista, pluralista o incluso elitista—. Ya sea que tomemos a la representación como un mal necesario o como un elemento útil para controlar las pasiones de la ciudadanía, y ya sea que la pensemos como un espejo, un mandato o lo que fuere,1 un sistema en el que de manera estructural los representantes toman decisiones públicas para extraer rentas ilegales es esencialmente incompatible con el gobierno democrático. Incluso las teorías que sostienen que la corrupción permite aceitar las ruedas de la inversión y el crecimiento en contextos de instituciones burocráticas ineficientes —como las de la Argentina— asumen que eso ocurre a pesar de los déficits que implica para la democracia.

			Algunas concepciones de la legitimidad política consideran igual de relevantes los fraudes meramente privados. La especialista mexicana Irma Eréndira Sandoval-Ballesteros, por ejemplo, sostiene que la corrupción estructural que afecta a las más altas esferas del poder público y privado pone al Estado al servicio de las élites, creando un “doble fraude” —político y financiero— que impide desarrollar estructuras estatales sostenibles y justas. Pero este fraude no es igual de relevante para todas las concepciones de la legitimidad política o de la democracia. Es que no estamos hablando de neutrones y protones. No hay definiciones correctas de “corrupción”, sino apenas recortes de determinadas porciones de la realidad que, por distintas razones, nos interesa comprender más que otras. Para que se entienda: por algún motivo decidimos ocuparnos de la corrupción que involucra a funcionarios o fondos públicos y no, en cambio, de los fraudes privados o la evasión impositiva. Se trata de algo que decidimos, no de la naturaleza de la corrupción. En todo caso, lo que debemos hacer es explicitar las razones que nos llevan a elegir unos aspectos del problema y no otros.

			Desde esta perspectiva, que Sandoval-Ballesteros se concentre en el abuso de poder independientemente de que surja del sector público o privado tiene sentido para su visión cercana a la izquierda marxista. Por mi parte, pienso el problema de la corrupción desde la concepción deliberativa de la democracia de Carlos Nino, que destaca su valor epistémico. ¿Qué quiere decir esto? Que valoro la democracia más que cualquier otra forma de gobierno porque por sus características —básicamente, todas las preferencias ciudadanas están representadas, y la decisión se adopta luego de un proceso de deliberación pública— tiene más posibilidades de acercarse al conocimiento de la decisión moralmente correcta —de ahí lo de “epistémico”—. Este punto de vista explica por qué en el capítulo 6 adopto una estrategia de derechos humanos y por qué elijo concentrarme en la gran corrupción federal.

			Para empezar, no me ocupo de las prácticas abusivas que son puramente privadas, o sea, que no implican funciones públicas. El uso de información privilegiada, el fraude privado, la evasión impositiva y el lavado de activos provenientes de delitos distintos a la corrupción son obviamente prácticas abusivas que afectan la imparcialidad del mercado. Bajo las concepciones cercanas al marxismo, como la de Sandoval-Ballesteros, no tiene sentido pensar la corrupción sin analizar estas fallas puramente privadas. Sin embargo, incluso cuando se trata de prácticas sin duda relevantes, ninguna de ellas altera el valor epistémico de la democracia de la misma manera en que lo hace la corrupción público-privada. El abuso de poder de los hipermercados sobre los consumidores, por ejemplo, merece atención en relación con la justicia y eficiencia del sistema de mercado, pero es bastante diferente a que un funcionario público manipule contratos del Estado para dárselos a una empresa de su familia.

			No pretendo evaluar si la corrupción público-privada es más o menos perjudicial en términos económicos que, por caso, la evasión impositiva. Como demuestra Nino, en Un país al margen de la ley,2 estas prácticas socialmente perversas tienen consecuencias directas, pues conducen a todo el sistema democrático hacia la ilegalidad. Además, en la Argentina están particularmente extendidas. Según un informe de la Red de Justicia Fiscal de América Latina y el Caribe, en 2016, la Argentina perdió 21.406 millones de dólares por la evasión, lo que representó el 4,4% de su producto bruto interno, posicionando al país en el quinto lugar a nivel mundial.3 A ello se agrega un informe de 2005 del Centro de Economía y Finanzas para el Desarrollo de la Argentina, en el que se señala que la corrupción representa solo el 5% de la fuga total de capitales de los países en desarrollo. Pero, de nuevo: el costo de la corrupción para la legitimidad de la democracia es otra cosa.4

			De todos modos, la máquina de la corrupción argentina no solo produce delitos vinculados al abuso de fondos públicos para beneficio privado —cohecho, enriquecimiento ilícito, fraude contra la administración pública, etcétera—. También genera otras maniobras que, aunque no siempre sean delito, resultan igualmente significativas como precuelas de la corrupción o como parte del abuso de las funciones públicas. Por eso, no voy a hablar solo de la corrupción penalmente relevante, sino también de los conflictos de intereses y del nepotismo.

			Hay varias tipologías útiles para analizar las formas de corrupción que me interesan. La más obvia es la que distingue entre la gran corrupción y la corrupción pequeña o burocrática. Este libro trata sobre la primera, a la que Rose-Ackerman se refiere en “‘Grand’ Corruption and the Ethics of Global Business”,5 como la que se vincula a grandes programas o políticas públicas que los funcionarios usan para favorecer a sus “benefactores”.

			También recurro a la distinción que hacen Susan Rose-Ackerman y Bonnie Palifka entre cuatro casos ideales que muestran las relaciones competitivas de poder entre los sobornadores del sector privado y los sobornados del sector público. Primero ubican los casos en los que la corrupción está centralizada en altos niveles de gobierno con aquellos en los que hay muchos sobornados en niveles menores (subsecretarios, directores, inspectores, etcétera). Luego distinguen entre un pequeño número de sobornadores y un sector privado más grande y descentralizado. Estas dos diferencias producen cuatro tipologías: la cleptocracia, el monopolio bilateral, la captura de Estado y la corrupción competitiva.

			Estas categorías pueden ayudar a analizar diferentes períodos históricos de una misma sociedad porque no se trata de conceptos absolutos sino relativos. En la práctica puede ser difícil distinguir quiénes tienen mayor poder relativo —si los funcionarios o los privados—, pero en los extremos podemos ubicar a la cleptocracia y la captura de Estado, mientras que el monopolio bilateral funciona como punto intermedio.

			
			
			¿Cuánta corrupción es mucha corrupción?

			
			La corrupción en la Argentina es un problema endémico y estructural que persiste hace décadas, pero demostrarlo no resulta tan sencillo Los índices que se usan para medirla muestran de manera sistemática que, como lo notan los locales y los extranjeros —y como parecen confirmarlo los interminables escándalos—, en este país los negocios público-privados están masivamente contaminados por hechos de corrupción. Con unas pocas excepciones (Uruguay, Costa Rica y Chile), la corrupción es igual de grave en muchos otros países de América Latina.

			El más conocido es el Índice de Percepción de la Corrupción (IPC) que desde 1995 elabora en forma anual Transparencia Internacional (TI) para medir a nivel global las percepciones de corrupción en el sector público. El estudio califica a los países con una puntuación que va de 0 a 100, en que 0 es “muy corrupto”. Aunque sea bastante criticado por los especialistas, el IPC es el sistema de medición más difundido y considerado tanto por los gobiernos como por los medios, la sociedad civil y buena parte de la academia. O sea: es como Ibope, la única empresa que mide la audiencia de radio y televisión en la Argentina.

			El IPC ayuda a visualizar de un modo comparable una actividad global que, al ocurrir en forma clandestina, es obviamente difícil de medir. Además, este y otros índices similares disparan investigaciones útiles para la academia y, desde el punto de vista político, en países en que los estudios serios sobre corrupción no abundan —como la Argentina—, sirven el propósito simple pero valioso de poner el tema en agenda al menos una vez al año. Pero los indicadores subjetivos de corrupción y, en particular el IPC, son metodológicamente muy débiles. Veamos.

			El primer problema es que el IPC no mide la corrupción, sino las percepciones que determinadas personas tienen de ella. ¿Y quiénes son esas personas? Las que las fuentes que usa Transparencia Internacional consideran confiables. ¿Qué quiere decir esto? Que TI no mide nada. El IPC 2017, por ejemplo, utilizó trece fuentes —no todas aplicables a los países incluidos en el estudio—, tales como el Banco Africano de Desarrollo, Freedom House, el Banco Mundial y el Foro Económico Mundial.

			A su vez, los índices de las fuentes que consultan se basan en encuestas ciudadanas y opiniones de “expertos”: líderes de opinión, empresarios y técnicos locales y extranjeros. Son las mismas personas cuyas percepciones se usan para medir, en todo el mundo, factores como clima de negocios, riesgo político, rule of law (Estado de derecho), seguridad jurídica, competitividad o democracia. Es decir que los indicadores que miden una u otra cosa se refuerzan entre sí cada año.

			Algunos de los índices de las fuentes que usa TI no se hacen todos los años, por lo que el IPC de un período sirve para calcular los de varios años. Además, es imposible que los consultados no tomen en cuenta los índices anteriores. Todo esto deriva en un gran problema metodológico: una tabla de posiciones casi estática, con fuerte persistencia de algunos países en lo alto y de otros en lo bajo y en la que muy pocos ascienden o descienden de manera más o menos significativa.

			Los problemas no son solo cómo mide el IPC, sino qué mide. Tanto los índices subjetivos como las encuestas de victimización apuntan casi exclusivamente al soborno, dejando afuera un mundo de actividades relevantes, como el nepotismo, los conflictos de interés o la pata privada de la corrupción pública. Incluso se han creado índices que miden fenómenos distintos pero vinculados a la corrupción —como el Índice de Secreto Financiero de la Red de Justicia Fiscal—, en los que algunos de los países mejor posicionados en el IPC caen al fondo de la tabla. Por motivos como estos, algunos autores dicen que el IPC es “neocolonialista”.

			Sin ir tan lejos, Michael Johnston apunta al centro de las debilidades del índice cuando dice que el IPC concibe a la corrupción como un problema unidimensional: una línea continua que opera del mismo modo en todo tiempo y lugar, en la que podemos ubicar fácilmente a los países más adelante o más atrás. Pero la corrupción no es algo que se tiene o no, ni que se tiene en una medida determinada. Se trata de un fenómeno complejo que obliga a considerar varias dimensiones. El IPC nunca podrá responder quién paga, a quién, qué gana, quiénes pierden, cuánto se paga, qué costo tiene, cómo impacta en determinados grupos sociales, cómo se oculta el producto, cómo ocurre en un sector —salud, por caso— y en qué se diferencia de lo que pasa en otro —por ejemplo, en las fuerzas de seguridad—, qué oportunidades de participación ciudadana existen para controlar el gasto público, cómo impacta la falta de independencia de los organismos de control, cómo se vinculan corrupción y evasión, cómo se financia la política, cómo se elige y controla a los jueces, qué dependencia tiene el sector privado del sector público en distintas cadenas de valor, etcétera.

			Con estas advertencias, debemos considerar que el IPC 2017 muestra a la Argentina en la posición 85 de 180 países, con 39 puntos de 100 posibles. En el mismo sentido, el índice de “control de corrupción” de los Indicadores Globales de Gobernabilidad 2017 del Banco Mundial para nuestro país es de 48 en un rango percentil que va de 0 a 100, donde los valores más altos corresponden a mejores resultados. Dejando afuera a Venezuela y Paraguay —los peores casos— y a Uruguay y Chile —los mejores—, la percepción de la corrupción en la Argentina desde la creación del IPC aumentó de manera constante, tanto en términos absolutos como con relación a nuestros vecinos sudamericanos (Bolivia, Brasil, Colombia, Perú), aunque mejoró un poco en los últimos dos años.

			Más allá de las percepciones que surgen del IPC, en los últimos años la corrupción en la Argentina llegó a estar entre las principales preocupaciones sociales. Una encuesta publicada en agosto de 2016 mostró que el 18,9% creía que el problema principal del país era la corrupción, seguido por la inflación (18,7%), la inseguridad (18,4%) y la pobreza (13,7%).6 En febrero de 2017 se encontraron resultados similares: corrupción (22,2%), inseguridad (19,7%), inflación (15,9%) y pobreza (14,2%).7 Sin embargo, los números cambiaron a partir de la crisis económica. En agosto de 2018, un estudio de la Universidad de San Andrés indicó que solo el 36% de los encuestados consideraba a la corrupción uno de los principales problemas del país, detrás de la inflación (43%) y la inseguridad (65%).8

			En relación con las percepciones sectoriales, una encuesta publicada en octubre de 2017 encontró que el Poder Judicial es considerado la institución más corrupta (70,4%), seguida por la policía (65,4%), el Congreso (60,4%), el sector privado (53,4%), la sociedad civil (47,7%) y el Gobierno (40,8%).9 Otro sondeo mostró que el 75,6% tenía poca o ninguna confianza en el Poder Judicial, lo que implicó un incremento desde el 71,7% registrado en 2016.10 Además, una encuesta de septiembre de 2017 reveló que el 32% creía que el principal problema del Poder Judicial era la corrupción, seguido por la intromisión política (25%), la impunidad (15%), la lentitud (14%) y la falta de leyes “modernas” (10%).11

			En consonancia con las percepciones, preocupaciones y demandas ciudadanas, y de manera similar a lo ocurrido a fines de los años noventa, a partir de las elecciones de 2015, el Poder Judicial inició un proceso masivo de activismo para exponer los extraordinarios niveles de corrupción que se sospecha que hubo durante los doce años de gobiernos kirchneristas. Muchas investigaciones ya existentes —pero virtualmente paralizadas— contra ex funcionarios fueron reactivadas casi inmediatamente después de que asumió el nuevo gobierno y también se abrieron nuevas causas.

			
			
			La grieta de la corrupción

			
			El resurgimiento de la agenda de lucha contra la corrupción no se limita a la Argentina, sino que también ocurre en otros países latinoamericanos. El Lava Jato y otras investigaciones penales vinculadas llevaron a la destitución de la presidenta Dilma Rousseff en Brasil y a la condena y detención del ex presidente Luiz Inácio “Lula” da Silva.12 En febrero de 2016, principalmente debido a un escándalo de presunta corrupción, el presidente boliviano Evo Morales perdió un referéndum constitucional que le hubiera permitido postularse a un cuarto período de gobierno. Guatemala enfrenta una cruzada contra la corrupción que implicó al menos a 70 personas de las élites políticas y económicas y que derivó en la renuncia en 2015 del presidente Otto Pérez Molina y la vicepresidenta Roxana Baldetti. Además, el reciente escándalo de Odebrecht es una amenaza para ex funcionarios, actuales dirigentes y empresarios de toda la región, y terminó con la renuncia del presidente peruano Pedro Pablo Kuczynski.

			Las reacciones contemporáneas a esta suerte de Mani Pulite13 criollo que enfrentan países como la Argentina y Brasil exhiben uno de los principales obstáculos por los que nuestro país no le encuentra salida al problema de la corrupción. Me refiero al hecho de que hace décadas que perdemos tiempo y energía en un debate inútil entre dos prejuicios ideológicos opuestos, uno hacia el sector privado y otro hacia el sector público.

			Por un lado, ante el revival judicial que mencioné, algunos sostienen que la corrupción es una excusa para deslegitimar y, en algunos casos, voltear gobiernos populares.14 El sociólogo y politólogo brasileño Emir Sader presenta uno de los argumentos más destacados en esta línea cuando afirma que la derecha elitista, oligarca, racista y antinacionalista usa la corrupción —a veces real— como pretexto cuando, en realidad, quienes protagonizaron los mayores casos de corrupción de la historia, especialmente por medio de las privatizaciones, fueron los gobiernos militares y neoliberales. La derecha, dice Sader, alineó al Poder Judicial con los medios de comunicación privados, de modo que las encuestas —que ellos mismos producen— exhiben a la corrupción como el gran tema en desmedro de la desigualdad o de la hegemonía del capital especulativo en la economía brasileña.

			El argumento de Sader es familiar para la cultura política argentina. En sus Textos selectos, Arturo Jauretche, ensayista y político vinculado a los gobiernos nacionalistas del siglo XX, dice:

			 

			Los gobiernos populares son débiles ante el escándalo. No tienen, ni cuentan con la recíproca solidaridad encubridora de la oligarquía y son sus propios partidarios quienes señalan sus defectos, que después magnifica la prensa. El pequeño delito doméstico se agiganta para ocultar el delito nacional que las oligarquías preparan en la sombra y el vendepatria se horroriza ante las sisas de la cocinera.15 

			 

			Más cerca de nuestros tiempos, en un escrito presentado en la causa del “dólar futuro” —a la que me refiero en el capítulo 4—, Cristina Fernández de Kirchner hizo afirmaciones similares. Dijo que los movimientos políticos populares siempre son acusados de delitos graves asociados con el abuso de poder, la corrupción y la malversación, pero que esto es una excusa para justificar planes de ajuste que destruyen las conquistas sociales.16 Los más fervientes defensores de la ex presidenta, como el periodista Horacio Verbitsky, también siguen esta línea: dicen que hay un proceso internacional coordinado de destitución y persecución contra Dilma Rousseff, Lula da Silva y CFK.17 Estos partidarios, que durante los gobiernos de Menem eran paladines del periodismo de investigación y la transparencia, ahora afirman que la corrupción es parte de una ofensiva antipolítica. Algunos afiebrados, como el periodista Hernán Brienza, llegaron incluso a afirmar que la corrupción es una fuerza democratizante porque sin ella únicamente los ricos podrían financiar campañas electorales.18 

			En sentido similar, luego de ser imputada por encubrimiento del atentado a la mutual judía AMIA en el marco de un polémico proceso judicial que terminó con prisiones preventivas de dudosa legalidad, Cristina Fernández y sus seguidores comenzaron a hablar de lawfare (guerra jurídica).19 En verdad, el concepto fue desarrollado en el contexto de los conflictos internacionales por Charles J. Dunlap Jr., un general mayor retirado y profesor de Derecho en la Universidad de Duke de los Estados Unidos, quien define a la guerra jurídica como el uso o abuso del derecho para lograr objetivos operacionales sin apelar a los recursos militares tradicionales.

			Curiosamente, como explican Nicola Perugini y Neve Gordon, son los conservadores los que usan el concepto de “guerra jurídica”: lo aplican para atacar a los defensores de derechos humanos que recurren a los tribunales para cuestionar los abusos estatales que emergen de la guerra global contra el terrorismo. Los defensores de CFK, en cambio, se refieren al revival de activismo judicial contra la corrupción que, según ellos, abusa del derecho convirtiéndolo en un arma para destruir a líderes de izquierda mediante acusaciones infundadas o incluso la prisión, con el apoyo de intereses mediáticos que construyen condenas públicas por fuera de los tribunales. Los jueces, dicen, cumplen hoy el papel que tenían los golpes militares en el siglo XX.

			Estos argumentos son equivocados. Primero, como ellos mismos admiten, la corrupción en la región —y en el mundo, por cierto— no es nueva ni es ideológicamente selectiva. ¿O acaso se olvidaron de los múltiples escándalos y procesos judiciales vinculados a los gobiernos de derecha de la década de 1990 (Carlos Menem en Argentina, Alberto Fujimori en Perú y Fernando Collor de Mello en Brasil, entre otros)? ¿Y cómo explicamos los casos de Pérez Molina en Guatemala y de Kuczynski en Perú? Segundo, aunque los gobiernos progresistas de América Latina muchas veces enfrentaron intereses corporativistas y concentrados de los medios, las fuerzas armadas, grupos de interés multinacionales e incluso imperialistas —tal como lo demuestra, por caso, el Plan Cóndor—, ello no justifica la corrupción. El propio Sader dice, con acierto, que no hubo suficientes controles para prevenir los hechos de corrupción y destaca que la absoluta transparencia en la administración de fondos públicos debería ser una regla sagrada, de oro, para los gobiernos de izquierda.

			Es difícil pensar que los hechos reales de corrupción no puedan ser manipulados políticamente como ocurre con muchos otros temas de interés de público —por ejemplo, con las crisis económicas—. El hecho de que Sérgio Moro —el juez del Lava Jato que condenó y encarceló a Lula, impidiendo de ese modo que compitiera, y seguramente ganara, en las elecciones presidenciales de 2018— haya aceptado ser el ministro de Justicia del ultraconservador Jair Bolsonaro conspira contra quienes luchamos por mostrar que la corrupción no es necesariamente de derecha. Pero, a pesar de Moro, lo cierto es que no lo es. La corrupción no tiene banderas o colores políticos intrínsecos ni una naturaleza ideológica determinada, y lo mismo ocurre con las propuestas genuinas para reducirla. La impresionante campaña anticorrupción de la China comunista es prueba suficiente de ello. Si algo muestra el caso de Moro, es que tenemos más razones que nunca para convencer a las fuerzas progresistas de la región de que tomen como propia la bandera de lucha contra la corrupción.

			Pero el planteo que hace Sader trae aparejado otro punto: el falso debate sobre si, por regla general, la corrupción debería ser atribuida al sector público (a los políticos) o, en cambio, a las prácticas del sector privado (a los empresarios). La primera opción va desde quienes señalan defectos del intervencionismo estatal hasta quienes lo denuncian como la principal causa de la corrupción, mientras que la segunda va desde quienes apuntan a las distorsiones de mercado hasta quienes acusan al capitalismo de ser el responsable de la corrupción.

			Sandoval-Ballesteros se refiere al primer argumento como un prejuicio público o antiestatal propio de la ortodoxia económica, que ve al Estado como el lugar en el que se concentran la ineficiencia y el malgasto de recursos y reduce la corrupción al soborno o a la extorsión que realizan políticos, funcionarios y empleados públicos. En esta línea están quienes afirman que las restricciones del mercado y una burocracia insoportable son las causas más importantes de la corrupción, que opera como un síntoma de la mala intervención estatal.

			El prejuicio público fue clave para las medidas neoliberales de Menem en los años noventa. En un discurso de 1996 que cita la investigadora en administración pública Nora Gorrochategui, por ejemplo, el entonces presidente dijo que reformar el Estado, desregular la economía, privatizar las empresas corruptas y vencer la cultura de la inflación eran las herramientas indispensables para enfrentar y desarmar la “corrupción estructural heredada”. Y, sin embargo, el gobierno de Menem fue uno de los más corruptos de la historia argentina. Después de doce años de monumentales escándalos de corrupción durante el capitalismo de Estado de los Kirchner, el prejuicio contra el sector público volvió a ser crucial con la retórica modernizante de Mauricio Macri.

			El prejuicio antiestatal se opone a otro idéntico, pero contra el sector privado (o antiempresa), especialmente significativo en países como la Argentina, donde el abuso por parte de la peor cara del capitalismo global es bastante evidente. En una audiencia en el Senado norteamericano en 1976, George Ball, el frustrado crítico del presidente John Fitzgerald Kennedy en relación con la Guerra de Vietnam, señaló que los miles de discursos, panfletos y folletos propagandísticos que por entonces exaltaban las virtudes del libre mercado no servían de nada si los negocios multinacionales se obtenían en forma ilegal, pues las empresas que cedían a sobornos y coimas alimentaban el mito comunista de que el capitalismo es fundamentalmente corrupto.

			Obviamente, mucho ha cambiado desde el final de la Guerra Fría. Sin embargo, la afirmación de la ex secretaria de Estado estadounidense Madeleine Albright de que “la corrupción no es un producto natural del capitalismo, sino su perversión”20 aún no encuentra apoyos mayoritarios. La idea de que el capitalismo es intrínsecamente corrupto resulta común entre la izquierda y los partidos progresistas, tanto en la Argentina como en el mundo. Las reformas de mercado ilimitadas, los planes de ajuste estructural y, en general, las políticas neoliberales que surgieron del Consenso de Washington renovaron las reacciones en contra del capitalismo. El fracaso de los paquetes de reformas que ello trajo aparejado en materia de desarrollo económico y “buen gobierno”, dentro de los cuales fueron cruciales los programas anticorrupción, ayudó a fortalecer el prejuicio contra el sector privado.

			Los recientes escándalos globales que involucran a paraísos fiscales, a firmas de Wall Street, a compañías multinacionales y a algunos de los líderes políticos y de negocios más importantes del mundo demostraron que el sector privado tiene bastante más que ver con la corrupción que lo que se admitía en el pasado. Los “Papeles de Panamá”, el escándalo de la FIFA, el colapso de Bernard Madoff, la quiebra de Lehman Brothers, Enron, el tsunami Odebrecht y los escándalos de sobornos sin precedentes de Siemens ilustran esto de la peor manera. Para pensar en políticas exitosas contra la corrupción sistémica, debemos tomarnos en serio el prejuicio contra el sector privado. Esto es cierto tanto a nivel global como en el contexto específico de la Argentina, en el que cíclicamente surgen compromisos con reformas de mercado que luego se abandonan.

			La reacción de CFK ante el escándalo de los bolsos de José López en el convento exhibe claramente el sesgo en cuestión. En una carta abierta, la ex presidenta afirmó que alguien le había dado el dinero a López y que no había sido ella ni ninguno de los miles de militantes de su espacio político.21 Por supuesto, las afirmaciones de CFK deben leerse en el contexto de su estrategia de defensa política y penal. No obstante, en los círculos académicos se plantean argumentos similares, especialmente entre teóricos cercanos a la izquierda marxista, que consideran que la idea clásica de la corrupción como abuso del poder público para beneficio privado es demasiado limitada. En vez de concebir a la corrupción como una conducta autointeresada de búsqueda de rentas en el ámbito político, dicen, debe definírsela como el fracaso del Estado democrático liberal para cumplir con sus propios ideales.

			En la Argentina, el sociólogo José María Simonetti sostiene que la corrupción estructural se vincula directamente a los dueños del poder económico, que para distribuir la riqueza necesitan ejercer cierto control o influencia sobre el aparato del Estado. Los dueños del poder ponen la corrupción estructural en las bases mismas del orden político, asegurándose protección contra la competencia y consolidando monopolios que no son innovadores ni transitorios. Según Simonetti, hay dos formas de transformar intereses económicos particulares y exclusivos sin representación política en intereses públicos: la toma del poder por medio de regímenes autoritarios o la institucionalización de la corrupción para obtener rentas privilegiadas.

			Si bien esta visión puede resultar algo extravagante en otros contextos, en la Argentina debe ser tomada en serio si queremos superar los debates inútiles que sostenemos hace décadas. El recurso de Simonetti de definir como “corrupción” a casi toda instancia en la que intereses privados poderosos subvierten razones de interés público está muy difundido entre quienes buscan justificar la corrupción de políticos supuestamente progresistas. Este es precisamente el tipo de argumento que subyace a la estrategia de CFK. Confrontada con denuncias de corrupción contra ella, su familia, sus colaboradores cercanos y sus principales ministros, la ex presidenta acusa al gobierno de Macri de corrupción no solo por los hechos concretos que revisaremos en el capítulo 5, sino porque sus planes de ajuste implican una dramática regresión en la distribución de recursos.

			El debate entre corrupción pública y privada presenta un falso dilema. Según veremos, la corrupción no tiene nada que ver con lo grande o pequeño que sea el sector público y tampoco se vincula exclusivamente a los históricos abusos del sector privado ni a determinado modelo económico. En cambio, las causas de la corrupción deben mirarse en forma sistémica, como un todo, pues involucran tanto al Estado como al mercado y subsisten de manera estructural sin importar cómo se resuelven las tensiones entre ambos.

			
			
			No se trata de parir la República 

			
			El debate inútil entre sesgos ideológicos es solo uno de los dos obstáculos históricos que busco superar en la búsqueda de soluciones reales para desarmar la máquina de la corrupción argentina. El segundo obstáculo es lo que llamo el enfoque “cultural-penal”.

			Sandoval-Ballesteros dice que el elemento cultural parte de un “prejuicio modernizante” por el cual se considera que la corrupción es causada principalmente por el subdesarrollo y por la ausencia de una “cultura de la legalidad”. Rose-Ackerman y Palifka explican que esta idea adopta dos formas. La primera se relaciona con las diferencias culturales que existen sobre el significado de “corrupción”: algunas sociedades pueden considerar un soborno algo que a otras podría parecerles aceptable o incluso un regalo normativamente necesario. La segunda reconoce los peligros de la corrupción, pero considera que cualquier reforma genuina requiere cambios profundos de las normas sociales.

			El enfoque de la corrupción que predomina en la Argentina es cultural en el segundo sentido. La corrupción es apenas un problema moral o cultural vinculado a prácticas heredadas de la época colonial o aprendidas luego, pero, en cualquier caso, inalterables sin revoluciones difíciles, sino imposibles, de alcanzar. Las sugerencias de Elisa “Lilita” Carrió de que hay que parir la República, reescribir el contrato moral o conducir al pueblo a la libertad a través del desierto, o la propuesta de Margarita Stolbizer de lograr un gran acuerdo ético deben entenderse en el marco de este errado enfoque cultural.

			Si definimos “cultura” como el conjunto de instituciones informales que un grupo de personas tiene en común, entonces es evidente que, aunque las normas culturales pueden cambiar, los cambios son tan lentos que es razonable tomar a la cultura como una variable inalterable. Incluso una perspectiva cultural no esencialista, que concibe a la corrupción en forma más dinámica —como una tendencia alterable y no como un mal que llevamos en la sangre—, requiere cierto grado de pesimismo, porque un cambio cultural es siempre un proyecto de muy largo plazo. Además, considerando que la corrupción no es más que un síntoma de debilidades institucionales subyacentes, el enfoque institucional que defiendo en este libro es inevitable para lograr reformas sustentables.

			En 1993, el periodista y abogado conservador Mariano Grondona publicó un libro sobre corrupción en la Argentina que ilustra claramente el errado enfoque cultural que todavía predomina en el país. Grondona dice que la élite que gobernó durante los años prósperos de la Generación del 80 cometió un “error cultural”: la desequilibrada riqueza de la élite, que pasó de aristocrática a oligarca, dejó a las masas en un estado de perplejidad ética y soslayó la necesidad de transmitirles su sistema de valores. Luego afirma, sin ningún tipo de evidencia histórica, que la corrupción seria comenzó con el primer gobierno de Perón (1946-1952).

			Grondona considera que la corrupción es un dato cultural cambiante, pero sostiene que el modo de lograr ese cambio es lo que llama “reacción moralizante”. Para ilustrarla, menciona el juicio político por corrupción contra el presidente brasileño Fernando Collor de Mello en 1992, que lo obligó a renunciar antes de ser destituido. Dice entonces que Brasil es un país sin principios donde, durante la década de 1950, los seguidores del alcalde de San Pablo, Adhemar de Barros, respondían las acusaciones de corrupción con el lema Adhemar rouba, mas faz (Adhemar roba, pero hace), debido a los enormes proyectos de infraestructura que desarrollaba este político. Pero incluso con este pasado, sostiene Grondona, cuando salió a la luz que el propio Collor de Mello, famoso por sus campañas anticorrupción, estaba involucrado en negocios ilegales, los ciudadanos indignados invadieron las calles para pedir su destitución.

			En el marco de esta apelación a una reacción moralizante, Grondona propone luchar contra la corrupción con herramientas culturales o morales. Su “Decálogo” (sic) incluye una masiva campaña de movilización anticorrupción y la capacitación de los funcionarios públicos a partir de una moral similar a la de “otros oficios no económicos como el del sacerdote o el médico”.22 También recomienda mejorar la educación cívica y ética en las escuelas y en la universidad para reconstruir la moralidad de la sociedad, e incluso elegir a un presidente y a gobernadores “honestos” que puedan impulsar iniciativas contra la corrupción. El decálogo también incluyó como medida anticorrupción a las privatizaciones, claro.

			A partir del capítulo 2 mostraré que, al contrario de lo que propone Grondona, la corrupción estructural en la Argentina no comenzó con el peronismo. Los déficits institucionales que convergen tanto del sector público como del privado para construir la máquina de la corrupción comenzaron mucho antes y se expandieron, sobre todo, durante los años dorados desde los cuales supuestamente se revirtió el desarrollo del país. Por ahora, quiero destacar dos puntos diferentes. Primero, que las concepciones culturales siempre son deterministas. Segundo, que con la indignación moral no alcanza para atacar en serio la corrupción.

			Con respecto a la primera cuestión, los cambios culturales siempre requieren de un largo plazo imposible. ¿Cómo construimos de forma realista una ética administrativa para hacer que el comportamiento de los funcionarios públicos se acerque al que exhiben sacerdotes y médicos, incluso suponiendo que esa fuera una buena ética? ¿Cómo nos ayudará la educación en las escuelas y universidades a reducir la corrupción en forma significativa en el futuro cercano? ¿Qué significa “honesto”? ¿Cómo identificamos a los candidatos honestos y cómo podrá la gente honesta subvertir un sistema intrínsecamente corrupto? Parafraseando a Enrique Santos Discépolo, si el problema es el sistema, entonces da lo mismo que quien gobierna sea cura, colchonero, rey de bastos, caradura o polizón.

			En cuanto a lo inútil que resulta el enfoque cultural, el propio ejemplo que usa Grondona para ilustrar su propuesta moralizante —la movilización brasileña contra Collor de Mello— prueba cuán superficial puede ser la moralidad cuando se trata de combatir la corrupción. Pensemos en la actual situación de Brasil en torno del Lava Jato. El caso muestra que, veinticinco años después, Brasil presenta exactamente los mismos déficits institucionales que tenía cuando Collor de Mello fue acusado de usar Petrobras y otros fondos públicos para obtener rentas ilegales. Las protestas moralizantes no significan nada sin un cambio profundo de los déficits institucionales que producen oportunidades para la corrupción. Cuando el gobierno se convierte estructuralmente en una fuente de negocios para los funcionarios, los empresarios, los sindicalistas, los jueces, los periodistas y casi todos los sectores de la sociedad, cualquier intento de parir la República terminará en un aborto clandestino.
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